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En el presente caso, las demandantes solicitan al Órgano Jurisdiccional que ordene al 
demandado, el Ministro de Salud, dar cumplimiento de las Resoluciones Ministeriales Nº 
465-99-SA/DM y N° 399-2001-SA/DM con el fin que garantice la provisión e información 
sobre el anticonceptivo oral de emergencia (AOE) en todos los establecimientos de salud 
a su cargo, ello lo han tramitado vía proceso de cumplimiento. 
 
Corriendo traslado a la parte demandada, ésta expresa que “el anticonceptivo oral de 
emergencia no ha sido implementado por existir incertidumbre científica respecto a los 
mecanismos de acción del mismo y antes de propender a su utilización, el Ministerio de 
Salud ha solicitado información técnica adecuada puesto que el producto requiere de un 
alto nivel de información para ser utilizado en forma segura”. (Extracto de la Contestación 
de la demanda de fecha 10 de febrero de 2004) 
 
Tras lo expuesto por ambas partes, el Juzgado competente, mediante Resolución N° 7 
declaró “fundada la demanda y ordenó que el Ministerio de Salud cumpla con lo 
establecido en la Resolución Ministerial Nº 465-99-SA/DM, Normas de Planificación 
Familiar, y garantice la provisión e información de la anticoncepción oral de emergencia 
(AOE) incorporada por la Resolución Ministerial N.° 399-2001-SA/DM, en todos los 
establecimientos de salud a su cargo”. (Extracto de la Resolución N° 7 de fecha 16 de 
junio de 2004) 
 
Al no estar conforme con ello, se interpuso recurso de apelación, el mismo que fue 
resuelto por la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, declarando la 
sustracción de la materia y, sin pronunciarse sobre el fondo, dispuso el archivamiento de 
la causa. 
 
Contra lo resuelto, se interpuso recurso de agravio constitucional, por lo que el Tribunal 
Constitucional, en Pleno, mediante Resolución de fecha 13 de noviembre de 2006, 
declaró fundada la acción de cumplimiento; y, en consecuencia, señala que se cumpla 
con las resoluciones vigentes a la fecha materia de la presente demanda. 
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I. SÍNTESIS DE LA DEMANDA 
 
Susana Chávez Alvarado y otras, interponen demanda de cumplimiento contra el Ministro 
de Salud, solicitando se le ordene dé cumplimiento de las Resoluciones Ministeriales N° 
465-99-SA/DM y N° 399-2001-SA/DM, y se garantice la provisión e información sobre el 
anticonceptivo oral de emergencia (AOE) en todos los establecimientos de salud a su 
cargo. (Extracto de la demanda) 
 
Fundamentan su demanda, alegando que mediante la Resolución Ministerial N° 465-99-
SA/DM se aprobaron las normas de planificación familiar y a través de la Resolución N° 
399-2001-SA/DM, se ampliaron y se incorporó el AOE como uno de los métodos 
anticonceptivos. 
 
Que, a pesar de ello, el Ministro de Salud se muestra renuente ya que hasta el momento 
“ninguno de los servicios del Ministerio de Salud informa o provee el método 
anticonceptivo oral de emergencia; generándose así consecuencias discriminatorias 
puesto que solo las mujeres y hombres con recursos económicos suficientes pueden 
acceder a estos mediante un servicio de salud privado.” (Extracto de la demanda) 
 
Amparando su pretensión en el artículo 200 inciso 6 de la Constitución Política del Perú, 
artículo. 16 de la Convención sobre eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer, Comité de Derechos Económicos, Sociales, párrafo 7.3 de la Declaración 
sobre Población y Desarrollo del año 1994 y la Ley Nº 26301 – Ley de Acción de 
Cumplimiento y de Hábeas Data. 
 
Ofrece como medios probatorios: 
 
 Carta Notarial N° 9559 de la Notaría Carpio Vélez, de fecha 5 de agosto de 
2002, en el que se solicita al ministro Fernando Carbonne, que cumpla con la 
Resolución Ministerial N° 465-99-SA/DM Normas de Planificación Familiar y 
por lo tanto garantice la provisión de información de la Anticoncepción Oral de 
Emergencia. 
 
 Comunicados del MINISTERIO DE SALUD, publicados el 30 de mayo de 2002 
en el Diario EL CORREO y el 2 de junio de 2002 en el Diario EL COMERCIO, 
en las que señalan que la anticoncepción oral de emergencia no ha sido 
implementada. 
 
 Copia del cargo del Oficio N° 05-CMP-SPOG 2002, emitida por la Sociedad 
Peruana de Obstetricia y Ginecología dirigida al Colegio Médico del Perú, en la 
que se afirma que la AOE no es un método abortivo. 
 
 Cartas en las que anteriormente se le ha requerido al Ministerio de Salud el 
cumplimiento de la Resolución Ministerial N° 465-99-SA/DM. 
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II. SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
El Procurador Público a cargo de los asuntos judiciales del Ministerio de Salud contesta la 
demanda, con fecha 10 de febrero de 2004, solicitando en primer lugar que sea 
declarada improcedente. 
 
Alega que a razón que “las demandantes no adjuntaron las normas administrativas cuyo 
cumplimiento se exige, no existe el título expreso e inobjetable de orden legal para tal 
efecto.” (Extracto de la contestación de la demanda de fecha 10 de febrero de 2002) 
 
Por otro lado, fundamenta que no existe “renuencia por parte del Ministerio, sino más 
bien cautela y mesura, dada la existencia de incertidumbre científica en cuanto a los 
mecanismos de acción del método anticonceptivo oral de emergencia, por ello se ha 
solicitado información técnica para su correcta implementación.” (Extracto de la 
contestación de la demanda de fecha 10 de febrero de 2002) 
 
Ampara su contestación en el artículo 200 de la Constitución, Ley N° 23506 – Ley de 
Habeas Corpus y Amparo. 
 
Ofrece como medios probatorios: 
 
 El mérito del escrito de la demanda, en el que se advierte que no se han 
acompañado las resoluciones administrativas materia de la presente acción de 
cumplimiento. 
 
 El Oficio N° 129-2004-SG/MINSA, de fecha 26 de enero de 2004, con la que se 
comunica a las demandantes que la Comisión de Alto nivel encargada de emitir 
el informe científico, médico y jurídico sobre la anticoncepción oral de 
emergencia ya ha presentado dicho informe. 
 





 Las partes concuerdan en que las llamadas píldoras anticonceptiva oral de 




 Las demandantes, señalan que pese a las disposiciones señaladas en la 
Resolución N° 399-2001 SA/DM mediante el cual se incorporó el AOE como 
uno de los métodos anticonceptivos, la parte demandada no ha cumplido con 
otorgarlos. 
 
 Por su parte la demandada, señala que la llamada “píldora anticonceptiva oral 
de emergencia no ha sido implementada porque existe incertidumbre científica 
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respecto a los mecanismos de acción del mismo y antes de propender a su 
utilización el Ministerio de Salud ha solicitado información técnica adecuada 
puesto que el producto requiere de un alto nivel de información para ser 
utilizado en forma segura.” (Extracto de la contestación de la demanda de 
fecha 10 de febrero de 2002) 
 
IV. ORGANOS JURISDICCIONALES 
 
4.1 Sentencia de Primera Instancia 
 
El Sétimo Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, declaró fundada la demanda, 
conforme a los artículos 1 y 2 de la Ley 23506, en concordancia con el art. 4 de la Ley 
26301 y ordenó que el Ministerio de Salud cumpla con garantizar la provisión e 
información del anticonceptivo oral de emergencia en todos los centros de salud a su 
cargo según lo dispuesto mediante las Resoluciones Ministeriales N° 465-99-SA/DM y N° 
399-2001-SA/DM. El a quo fundamenta su decisión sosteniendo que las disposiciones 
cuyo cumplimiento se solicita en la presente demanda tienen un mandato cierto y 
expreso, por lo que la parte demandada al no haber acreditado el cumplimiento de la 
referida normativa, la demanda resulta fundada. 
 
4.2 Sentencia de Segunda Instancia 
 
Apelada la sentencia, la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, 
resolvió declarando la sustracción de la materia y sin pronunciarse sobre el fondo, 
dispuso el archivamiento de la causa, dado que para el ad quem no existe un mandato 
vigente cuyo cumplimiento exigir. 
 
4.3 Sentencia del Tribunal Constitucional 
 
Las demandantes no conformes con ello, presentaron el recurso de agravio 
constitucional, y el Pleno del Tribunal Constitucional, determinó en este caso que no se 
había producido la sustracción de la materia invocada por el ad quem, por ello realizando 
el análisis debido, declara FUNDADA la demanda de cumplimiento y, en consecuencia, 
señala que se cumpla con las resoluciones vigentes a la fecha materia de la presente 




5.1 Problema principal: 
 ¿Las disposiciones cuyo cumplimiento se solicitaban constituían un mandato 
cierto, expreso y vigente? 
 
5.2 Problemas secundarios:  
  ¿Cuál es el procedimiento previo para iniciar un proceso de cumplimiento? 
 ¿Por qué no se produjo la sustracción de la materia? 





 ¿El incumplimiento que se reclama genera un acto de discriminación? 
 ¿Las resoluciones estuvieron debidamente motivadas? 
 
VI. ELEMENTOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 
 
6.1 Normas legales 
 
a. Constitución Política del Perú – 1993 
“Título I de la persona y de la sociedad” 
Capítulo I Derechos fundamentales de la persona 
 
2.-  Derechos fundamentales de la persona. Toda persona tiene derecho: 1. A la 
vida, a su identidad, a su integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y 
bienestar. El concebido es sujeto de derecho en todo cuanto le favorece. 2. A la 
igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, 
idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole.” 
 
“Artículo 200.- Acciones de Garantía Constitucional  
Son garantías constitucionales: 
(…) 
6. La Acción de Cumplimiento, que procede contra cualquier autoridad o funcionario 
renuente a acatar una norma legal o un acto administrativo, sin perjuicio de las 
responsabilidades de ley. 
 
Una ley orgánica regula el ejercicio de estas garantías y los efectos de la declaración 
de inconstitucionalidad o ilegalidad de las normas. 
 
El ejercicio de las acciones de hábeas corpus y de amparo no se suspende durante la 
vigencia de los regímenes de excepción a que se refiere el artículo 137 de la 
Constitución. 
 
Cuando se interponen acciones de esta naturaleza en relación con derechos 
restringidos o suspendidos, el órgano jurisdiccional competente examina la 
razonabilidad y la proporcionalidad del acto restrictivo. No corresponde al juez 
cuestionar la declaración del estado de emergencia ni de sitio.” 
 
b. Código Procesal Constitucional 
Título V 
Proceso de cumplimiento 
 
“Artículo 66.- Objeto 
Es objeto del proceso de cumplimiento ordenar que el funcionario o autoridad pública 
renuente: 
1. Dé cumplimiento a una norma legal o ejecute un acto administrativo firme; o 
2. Se pronuncie expresamente cuando las normas legales le ordenan emitir una 




“Artículo 69.- Requisito especial de la demanda 
Para la procedencia del proceso de cumplimiento se requerirá que el demandante 
previamente haya reclamado, por documento de fecha cierta, el cumplimiento del 
deber legal o administrativo, y que la autoridad se haya ratificado en su incumplimiento 
o no haya contestado dentro de los diez días útiles siguientes a la presentación de la 
solicitud. Aparte de dicho requisito, no será necesario agotar la vía administrativa que 
pudiera existir.” 
 
“Artículo 74.- Normas aplicables 
El procedimiento aplicable a este proceso será el mismo que el previsto por el 
presente Código para el proceso de amparo, en lo que sea aplicable. El Juez podrá 
adaptar dicho procedimiento a las circunstancias del caso.” 
 
c. Ley N° 26301 (derogada) 
 
“Artículo 3.- Para la tramitación y conocimiento de la Garantía Constitucional de la 
Acción de Hábeas Data serán de aplicación, en forma supletoria, las disposiciones 
pertinentes de la Ley 23506, 25011, 25315, 25398 y el Decreto Ley 25433, en todo 
cuanto se refiera a la Acción de Amparo; con excepción de lo dispuesto en el artículo 
11. de la Ley 23506.”  
 
“Artículo 4.- Las disposiciones contenidas en los artículos anteriores serán también de 
aplicación a la tramitación de la Garantía Constitucional de la Acción de Cumplimiento 
de que trata el Inciso 6o. del Artículo 200o. de la Constitución Política del Estado, en 
tanto no se expida la correspondiente Ley de desarrollo de la materia. 
 
En tal caso, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 11o. de la Ley 23506, cuando 
fuera del caso.”  
 
“Artículo 5.- Para los efectos de las Garantías Constitucionales de Acción de Hábeas 
Data y Acción de Cumplimiento, además de lo previsto en el Artículo 27o. de la Ley 
23506 y su Complementaria, constituye vía previa: (…) 
 
En el caso de la Acción en Cumplimiento, el requerimiento por conducto notarial, a la 
Autoridad pertinente, de cumplimiento de lo que se considera debido, previsto en la ley 
o el cumplimiento del correspondiente acto administrativo o hecho de la 
administración, con una antelación no menor de quince días, sin perjuicio de las 




a. Los derechos fundamentales 
 CASTILLO CÓRDOVA (2011) indica que “los derechos fundamentales son los 
derechos humanos constitucionalizados; y los derechos humanos pueden definirse 
como el conjunto de bienes humanos debidos a la persona, y cuyo goce o adquisición 
supone la satisfacción de necesidades esenciales que le permite alcanzar grados 
mayores de realización personal (...)”. (Pág. 29) 
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b. Finalidad del proceso de cumplimiento 
Para SAR SUÁREZ (2012) “la finalidad del proceso de cumplimiento consiste en que 
la autoridad o funcionario, remiso a acatar una norma legal o un acto administrativo, 
cumpla con su deber o incluso exigir que se pronuncie expresamente cuando las 
normas legales le ordenan emitir una resolución administrativa o dictar un reglamento 
(artículo 66 del Código Procesal Constitucional).” (Pág. 18) 
 
c. Requisito en el proceso de cumplimiento 
Según ONOFRE ENERO (2012) “en el Código Procesal Constitucional se ha 
establecido que, para la procedencia del proceso de cumplimiento, el accionante 
deberá cumplir el requisito previo establecido en el artículo 69 que señala 
expresamente lo siguiente: 
 
 Para la procedencia del proceso de cumplimiento se requerirá que el demandante 
haya reclamado, por documento de fecha cierta, el cumplimiento del deber legal o 
administrativo, y que la autoridad se haya ratificado en su incumplimiento o no haya 
contestado dentro de los diez días útiles siguientes a la presentación de la solicitud. 
Aparte de dicho requisito, no será necesario agotar la vía administrativa que pudiera 
existir”. (Pág. 24) 
 
d.  Los requisitos para la exigencia del mandato proveniente de una norma 
 GÓMEZ SÁNCHEZ TORREALVA (2008) indica que “a través de la sentencia recaída 
en el Exp. N° 00168-2005-AC/TC, el Tribunal Constitucional ha establecido cinco 
requisitos que deben concurrir en una norma para que sea objeto de tutela a través del 
proceso de cumplimiento. 
 
 Mandato Vigente: 
 El Tribunal Constitucional ha condicionado la estimación de las demandas de 
cumplimiento a que la norma o acto administrativo inaplicado contenga un mandato 
vigente. A efectos de comprender plenamente la significancia de este presupuesto, 
debemos recurrir a la RAE para contar con una clara definición de ambos términos. 
 
 Si el mandato es definido como “la orden dada a un aparato para que realice una 
determinada operación” y la definición de vigencia nos remite al término vigor, 
entendido como la “viveza o eficacia de las acciones en la ejecución de las cosas” y la 
“fuerza de obligar en las leyes u ordenanzas”, debemos entender que mandato vigente 
no es más que un precepto derivado de una ley o de un acto administrativo que al ser 
actual se sobrepone a uno expedido con anterioridad, ya sea porque el pretérito fue 
derogado o porque al anterior resulta incompatible con el precepto contenido en el 
nuevo. 
 
 En tal sentido, de darse un supuesto en una norma o en un acto administrativo que 
contenga tales características, la autoridad se encontrará en la obligación de dar 
cumplimiento a dicho precepto, en atención a que está frente a un mandato vigente. 
  
Mandato cierto y claro: 
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 Si el primer requisito se refería a un mandato vigente, el segundo precisa que sea 
cierto y claro. Cabe anotar que la certeza nos remite a una noción sobre lo conocido 
como verdadero, seguro e indubitable; en tal sentido, cuando el juzgado evalúe este 
requisito, deberá interpretar el mandato contenido en la norma o en el acto 
administrativo, a efectos de identificar si es que de ellos se desprende la realización de 
una acción por parte del funcionario público. 
 
 Por otro lado, la claridad del mandato se refiere a que del precepto contenido en la 
norma o en el acto administrativo no debe desprenderse duda alguna respecto a la 
existencia del mandato, como tampoco sobre la modalidad en la que se ejecutará y 
sobre el sujeto obligado de ejecutarla que, como resulta evidente, se trata de un 
funcionario público. 
 
 No estar sometido a controversia compleja ni a interpretaciones diversas: 
 A efectos de comprender este presupuesto debemos remitirnos al artículo 9° del 
Código Procesal Constitucional, el cual establece que “en los procesos 
constitucionales no existe etapa probatoria. Solo son procedentes los medios 
probatorios que no requieren actuación, lo que no impide la realización de las 
actuaciones probatorias que el juez considere indispensables sin afectar la duración 
del proceso. 
 
 Tal mandato se justifica en que los procesos constitucionales tienen por objeto la tutela 
de derechos fundamentales amenazados o vulnerados, por lo cual se requiere contar 
con mecanismos expeditivos para revertir la situación y garantizar su plena vigencia. 
En tal sentido, quien se considere legitimado para interponer una demanda de 
cumplimiento deberá poner a consideración del juzgador un mandato que no esté 
sometido a controversia compleja que implique la incorporación de elementos 
probatorios que deban ser actuados e interpretados con el propósito de establecer si el 
funcionario ha omitido la ejecución de un mandato al que estaba o no obligado, pues el 
agravio deberá ser evidente. 
 
 Sobre el particular, se ha sostenido que no es pues el escenario procesal donde deben 
ni pueden ventilarse asuntos que suscitan controversias de hechos o necesidad de 
probanza compleja, aspectos tratados para su resolución a procesos de conocimiento 
o especiales, donde existe la posibilidad de discutirlos y probarlos con amplitud. Por lo 
tanto, nos adherimos a la posición de que las pruebas que deben presentar tanto el 
demandante como el demandado, deberán ser pruebas de actuación inmediata, 
especialmente pruebas instrumentales y respecto de las cuales no exista sombra 
alguna de duda y que logren crear convicción en el juez. Similares consideraciones 
deberán ser aplicadas en lo que se refiere a la interpretación del mandato contenido 
en la ley o en el acto administrativo, pues de su interpretación debe derivar tan solo 
una posible acción a ser adoptada por el funcionario público. 
 
 Ineludible y obligatorio cumplimiento: 
 Estas características configuran el cuarto presupuesto que debe de observarse en 
toda demanda de cumplimiento. Cuando un funcionario público elude la ejecución de 
un mandato está, como refiere la RAE, evitando “con astucia una dificultad o una 
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obligación”. De esta definición, advertimos que la elusión hace referencia a la conducta 
intencionada de una autoridad o de un funcionario de no dar cumplimiento a un 
mandato derivado de una ley o acto administrativo. 
 
 Siendo esta la circunstancia que configura la omisión o la renuencia en el 
cumplimiento de un mandato cuya ejecución está claramente atribuida a determinado 
funcionario público, el administrado deberá de requerir su ejecución a través de un 
documento de fecha cierta, en el que expresará que tal mandato contiene una 
disposición de la cual se desprende fehacientemente la obligación de hacer o de 
abstención a su cargo, a efectos de que no exista excusa para que la autoridad 
competente pueda justificar el incumplimiento del mandato. 
 
 Incondicional: 
 La incondicionalidad del mandato se constata en las normas autoaplicativas reguladas 
en el artículo 3° del Código. Tales normas contienen supuestos claramente 
establecidos que no se encuentran condicionados a la producción de un requisito 
previo para que surtan efectos, sino que su sola entrada en vigencia determina la 
exigibilidad del mandato. De igual manera, podemos referirnos a los actos 
administrativos que expresamente reconocen un derecho a favor del recurrente y 
establecen una obligación de hacer o no hacer que no está sujeta al cumplimiento de 
una condición previa. 
 
 Sin embargo, existe otra clase de normas cuya ejecución puede ser demandada a 
través del presente proceso. Nos referimos a las normas heteroaplicativas, las cuales 
requieren del cumplimiento de un supuesto para que puedan desplegar sus efectos 
normativos. Asimismo, tenemos los actos administrativos que establecen el 
cumplimiento de una condición para que se configure la obligación del funcionario 
público. Es por tal razón que se establece que excepcionalmente podrá tratarse de un 
mandato condicional, siempre y cuando su satisfacción no sea compleja y no requiera 
de actuación probatoria”. (Pág. 31-35) 
 
e. La legitimidad en el proceso de cumplimiento 
 
 Legitimación activa: 
 TITO PUCA (2009) indica que “en principio, cuando se trate del cumplimiento de 
normas con rango de ley (artículo 66.1, primer supuesto) o respecto a la obligación de 
dictar un reglamento (artículo 66.2, segundo supuesto), el proceso puede ser iniciado 
por “cualquier persona “legitimación pública o actio populis), esto en el entendido de 
que lo que se aspira es obtener el restablecimiento de una situación de iure (que se 
cumpla el mandamus contenido en una norma legal o el deber de la Administración de 
emitir una norma reglamentaria), afirmándose el interés de toda persona en custodiar 
el orden público. 
 
 Cuestión diversa es cuando se trata del cumplimiento de un acto administrativo 
(artículo 66.1, segundo supuesto) o la obligación de emitir una resolución 
administrativa (artículo 66.2, primer supuesto), pues en esos casos no solo se trata de 
un acto administración con la condición de firme para que sea ordenado su 
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cumplimiento, sino que dicho acto haya sido expedido a favor del demandante 
(legitimación personal), o que este tenga interés en el cumplimiento del deber 
funcional omitido, es decir que con el resultado del proceso logre alguna utilidad 
relevante en la esfera jurídica de sus derechos (legítimo interés), este legítimo interés 
también se pide para el caso de exigir que se emita de una resolución administrativa. 
 
 Si bien los legitimados para comparecer al proceso de cumplimiento son los señalados 
en el artículo 67 del Código Procesal Constitucional, en mérito del artículo 40 del 
mismo cuerpo legal se hace posible que el proceso sea seguido por un representante 
procesal, figura que sirve para las personas que no tienen el libre ejercicio de sus 
derechos de modo que su representante comparecerá en su nombre e interés en el 
proceso de cumplimiento. 
 
 Como vimos ya para el caso de exigir el cumplimiento de normas con rango de ley y 
reglamentos, la exigencia de legítimo interés no puede ser aplicada en forma estricta y 
cerrada, pues puede tornar en injusta su aplicación en los procesos constitucionales 
dado que se acumulan una serie de interesados dándole un sentido colectivo o de 
derecho de todos o de grupo. 
 
 En ese sentido, se encuentran los derechos colectivos, que corresponden a una serie 
de personas que están o pueden estar determinadas, entre las cuales existe un 
vínculo jurídico, el cual corresponde a grupos o colectividades organizadas, a las que 
el ordenamiento jurídico les atribuye relevancia (como la asociación, sindicato, entre 
otros). 
 
 En el caso de la legitimidad para obrar activa respecto de intereses difusos, la posición 
habilitante para plantear la demanda de cumplimiento está dada a cualquier persona, 
conforme la facultad señalada en el segundo párrafo del artículo 67 el Código Procesal 
Constitucional. Estamos delante de una legitimación para obrar activa amplia.  Si todos 
los miembros de la sociedad somos titulares de determinado derecho difuso, 
cualquiera de nosotros podrá demandar. 
 
 En el caso del Defensor del Pueblo, éste no se encuentra legitimado como titular de 
una relación jurídica sustancial, sino que su factor de legitimidad está dado por la 
norma procesal del artículo 67 del Código, el cual viene reforzado por el artículo 9 de 
la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, que en su inciso 2 señala que el 
Defensor del Pueblo, está facultado en el ejercicio de sus funciones, para interponer –
entre otros– el proceso constitucional de cumplimiento, en tutela de los derechos 
constitucionales y fundamentales de la persona y de la comunidad.  
 
 Legitimación pasiva: 
 En oposición a la legitimación de los sujetos que pueden asumir la posición procesal 
de demandante, existe la legitimación pasiva referida a quiénes son los sujetos que 
pueden ser llamados como demandados. Para el caso del proceso de cumplimiento, 
se trata de la autoridad o funcionario de la Administración Pública renuente a dar 
cumplimiento a una norma legal o a ejecutar un acto administrativo, o –en todo caso–, 
y siguiendo la redacción del artículo 66° del Código Procesal Constitucional, se trata 
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también de la autoridad o funcionario público que deba pronunciarse expresamente 
cuando las normas legales le ordenan emitir una resolución administrativa o dictar un 
reglamento. 
 
 El Código nos señala que, si en la demanda se ha errado en señalar la autoridad 
obligada, el demandado autoridad o funcionario) deberá indicar al juez constitucional 
quién es el encargado de cumplir con el deber omitido. En todo caso, de existir duda 
de la autoridad o funcionario a quien imputar la renuencia y ordenar finalmente el 
cumplimiento, el juez debe correr traslado de la demanda a quien tenga dicha 
competencia conforme al ordenamiento jurídico. 
 
 Entrando a otro aspecto relativo a la legitimidad para obrar pasiva, tenemos que al 
momento de contestar la demanda vuelve a aflorar la figura procesal de la 
representación, donde el Procurador Público de la entidad correspondiente (a la que 
pertenece la autoridad o funcionario renuente) se encuentra legitimado para obrar 
originariamente pero por un título diverso a la legitimidad personal o al legítimo interés, 
en este caso por disposición el artículo 7 del Código Procesal Constitucional, que 




Proceso de cumplimiento 
< (…) Inciso 6, del artículo 200 de la Constitución Política establece que la acción de 
cumplimiento procede contra cualquier autoridad o funcionario renuente a acatar una 
norma legal o un acto administrativo. Por su parte el inciso 1, del artículo 66 del 
Código Procesal Constitucional señala que el proceso de cumplimiento tiene por 
objeto que el funcionario o autoridad renuente dé cumplimiento a una norma legal o 
ejecute un acto administrativo firme.> 
STC N° 07739-2013-PC/TC2 
 
Requisitos mínimos del proceso de cumplimiento 
<En ese contexto, es preciso tener en cuenta lo expuesto por el Tribunal 
Constitucional en la Sentencia vinculante recaída en el Expediente N° 0168-2005-
PC/TC , su fecha veintinueve de setiembre del dos mil cinco, que señala, para que el 
cumplimiento de la norma legal, la ejecución del acto administrativo y la orden de 
emisión de una resolución sean exigibles a través del proceso de cumplimiento, 
además de la renuencia del funcionario o autoridad pública, el mandato contenido en 
aquellos deberá contar con los siguientes requisitos mínimos comunes: a) Ser un 
mandato vigente; b) Ser un mandato cierto y claro, es decir, debe inferirse 
indubitablemente de la norma legal o del acto administrativo; c) No estar sujeto a 
controversia compleja ni a interpretaciones dispares; d) Ser de ineludible y obligatorio 
cumplimiento; y e) Ser incondicional. Excepcionalmente, podrá tratarse de un 
mandato condicional, siempre y cuando su satisfacción no sea compleja y no 
requiera de actuación probatoria. Adicionalmente, para el caso del cumplimiento de 
los actos administrativos, además de los requisitos mínimos comunes mencionados, 
                                                          
2
  http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2017/07739-2013-AC.pdf 
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en tales actos se deberá: f) Reconocer un derecho incuestionable del reclamante; g) 
Permitir individualizar al beneficiario.>3 
EXPEDIENTE Nº 00128-2013-0-1409-JR-CI-01 
SALA MIXTA, LIQUIDADORA Y APELACIONES DE NASCA 
Nazca, 13 de octubre de 2014 
 
Tutela procesal efectiva 
<La tutela procesal efectiva, en los términos expuestos por código citado, incluye un 
conjunto de derechos constitucionales de naturaleza procesal, que deben ser 
respetados por los jueces en la tramitación de los procesos ordinarios. La tutela 
procesal efectiva no incluye derechos constitucionales de naturaleza sustantiva, y 
tampoco criterios de justicia, razonabilidad y/o proporcionalidad de la decisión judicial 
emitida. El debido proceso sustantivo es un oxímoron.> 
STC N° 01858-2014-PA/TC4 
 
Recurso de agravio constitucional: procedencia 
<El artículo 18 del Código Procesal Constitucional ha delineado la procedencia del 
Recurso de Agravio Constitucional, estableciendo que tal recurso debe de ser 
interpuesto contra la resolución de segundo grado que declare infundada o 
improcedente la demanda y presentado en el plazo de diez días contados desde día 
siguiente de notificada la resolución.> 
STC N° 00987-2014-PA/TC5 
 
Debida Motivación  
<El derecho fundamental a la debida motivación de las resoluciones, se encuentra 
reconocido en el artículo 139, inciso 5, de la Constitución Política. Se trata de una 
manifestación del derecho fundamental al debido proceso (artículo 139, inciso 3, de 
la Norma Fundamental) el cual se encuentra comprendido en lo que el Código 
Procesal Constitucional (CPCo.) denomina tutela procesal efectiva, una de cuyas 
manifestaciones, es, en efecto, el derecho a la obtención de una resolución fundada 
en Derecho (artículo 4 del CPCo.)>. 




 Las demandantes solicitan se ordene al Ministro de Salud de cumplimiento al 
“mandato” que se refiere a “la provisión e información sobre el anticonceptivo 
oral de emergencia en todos los establecimientos de salud a cargo del 
Ministerio de Salud”; por otro lado, el Ministerio de Salud argumenta en primer 
lugar, que no existe renuencia al cumplimiento de dicho mandato sino mesura y 
cautela al existir incertidumbre científica en el mecanismo de uso, por ello se 
ha solicitado informes técnicos, en segundo lugar argumenta que ya ha 
cumplido con lo solicitado por las demandantes al expedir una nueva 
                                                          
3
  http://www.dialogoconlajurisprudencia.com/boletines-dialogo/ar-boletin/Res17022015-1.pdf 
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normativa. A consecuencia de ello, el ad quem declara que se ha producido la 
sustracción de la materia por considerar que no existe un mandato vigente 
cuyo cumplimiento exigir. 
 
 Sin embargo, el máximo intérprete de la Constitución Política, realizando el 
debido análisis y comparando las normas citadas, advirtió que no se había 
producido la sustracción de la materia y por el contrario, pudo advertir que el 
mandato y las obligaciones subsistían, por lo que si existía un mandato vigente 
el cual exigir cumplimiento. 
 
 Finalmente, al haberse acreditado que el Ministerio de Salud se muestra 
renuente y no cumple el mandato de poner permanentemente a disposición de 
las ciudadanas y ciudadanos los insumos del AOE de manera gratuita, al igual 
que otros métodos anticonceptivos, falla declarando FUNDADA la demanda de 




 Pueden instaurar un proceso de cumplimiento frente a normas con rango de ley 
y reglamentos, cualquier persona, más aún si se trata de la defensa de 
derechos con intereses difusos o colectivos, tal como se procedió en el 
presente proceso. 
 
 Mediante precedente recaído en la STC 0168-2005-PC/TC, el Tribunal 
Constitucional ha establecido que para recurrir al proceso de cumplimiento se 
debe cumplir con ciertos requisitos: Se trate de un mandato vigente, cierto y 
claro, no está sujeto a controversia compleja ni a interpretaciones dispares, es 
de ineludible y obligatorio cumplimiento y es incondicional.  
 
 En el caso de autos, las “Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud 
Reproductiva” fueron aprobadas en junio de 2004, pero no se refieren a éstas 
el mandato cuyo cumplimiento se exige sino a que la información del AOE 
debe ser puesta a disposición de las ciudadanas y ciudadanos que lo soliciten 
en cada establecimiento de salud a cargo del Ministerio de Salud. 
 
 Si bien la resolución de primera instancia cautela la pretensión, la misma no 
contó con una adecuada motivación; pero más evidente la falta de motivación 
es en la resolución de segunda instancia que declara “la sustracción de la 
materia, sin entrar al análisis de fondo, olvidando así que siendo el presente un 
proceso constitucional donde se discuten derechos fundamentales, debió 
prevalecer el fondo sobre la forma.” 
 
 La sentencia emitida por el Tribunal Constitucional, haciendo un mejor análisis 
del asunto de fondo, declaró fundada la demanda, la misma que se basó no 
sólo en un criterio sesgado, sino que valoró la opinión de varias entidades –
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amicus curiae- a fin de emitir un pronunciamiento más cercano a la justicia y en 




 Los órganos jurisdiccionales, deben tener en cuenta que en los procesos 
constitucionales lo que se discute es la prevalencia de los derechos 
fundamentales, por lo que resulta evidente que deben privilegiar el asunto de 
fondo sobre la forma. 
 
 Los administradores de justicia y en especial los órganos jurisdiccionales de 
materia constitucional, deben estar en constante capacitación referente a los 
nuevos avances científicos que tengan relevancia o injerencia con derechos 
fundamentales. 
 
 Los magistrados, deben tener en cuenta que sus decisiones afectan a 
personas que no siempre conocen de normas o leyes, por lo que resulta de 
vital importancia, que sin dejar de lado una correcta motivación basadas en las 
pruebas y normas legales aplicables, las mismas sean elaboradas en un 
lenguaje comprensible para el común de las personas; por tanto, resulta 
importante su capacitación en formas de redacción y motivación. 
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En el presente expediente penal, se desarrollará el delito de Homicidio Calificado – 
Asesinato. Los hechos que motivaron la investigación fueron el Atestado N° 72-2004-
DIRINCRI-PNP-DIVINHOM-DEPINHOM.E.1, de fecha 15 de marzo de 2004, sobre los 
hechos acontecidos el día 05 de marzo de 2004 a horas 09.00 aproximadamente, en el 
interior del inmueble ubicado en la Calle 10 N° 528 – 530 Urb. Monterrico Norte, distrito 
de San Borja, ya que según el libro de ocurrencias se encuentra una signada con el N° 
116, en la que “(..) el personal pnp de la Comisaría de San Borja constató el Homicidio de 
Linda Juana Collazos Durand Vda. Velasco, que yacía en su sala en posición decúbito 
dorsal, presenta golpes en la cabeza (..)” y así por disposición del Dr. Humberto Flores 
Caceres de la 43 Fiscalía Provincial Penal de Lima,  dispone la intervención de 
Homicidios, siendo la presunta autora de este ilícito penal, Lourdes Zamata Mamani (19), 
empleada doméstica, la misma que se retiró en horas de la mañana con paradero 
desconocido. Es así que mediante Oficio N° 583-DIRINCRI PNP-DIVINHOM.SEC de 
fecha 08 de marzo de 2004, se remite el Parte N° 174-DIRINCRI PNP-DIVINHOM-
DEPINHOM.E1, se solicita al Juez Penal de Turno Permanente de Lima la Detención 
Preliminar por 24 horas de la persona de Lourdes Zamata Mamani, recepcionándose así 
el Oficio N° 4773-2004-RGZ-JPTPL de fecha 09 de marzo de 2004 en el que se 
comunica que mediante Resolución N° 1 se declara procedente y se ordena la detención 
preliminar por el término de 24 horas para los fines de la investigación policial. 
 
Ante esto el fiscal formula denuncia penal contra Lourdes Zamata Mamani por el presunto 
delito contra la vida, el cuerpo y la salud – Homicidio Calificado en agravio de Linda 
Juana Collazos Durand Vda. De Velasco. Formalizada la denuncia, el juez penal abre 
instrucción en vía ordinaria contra Lourdes Zamata Mamani y se recibe su declaración 
instructiva dentro de las 24 horas, en la que indica “(..)ella me empuja y me caigo al suelo 
encima de la alfombra, ella también cae encima de mí y me dice te voy a matar, que te 
has creído, entonces yo me puse nerviosa y le dije señora que tiene y ella seguía 
insultándome y como ya no podría aguantar la cólera yo agarré con toda mi fuerza el 
martillo (..) le empecé a golpear cuando estaba tirada en el suelo habiéndole golpeado 
unas cinco veces en la cabeza(..) luego de lo cual agarró dinero, joyas, objetos de valor y 
se retiró del inmueble, finalmente dice estar arrepentida de haberlo hecho”. 
 
Con el dictamen fiscal y el informe penal, el Fiscal Superior decide formular acusación 
contra Lourdes Zamata Mamani como autora del delito de Homicidio Calificado y solicita 
una pena de 20 años de pena privativa de la libertad y el pago de S/. 5000 Nuevos Soles 
por concepto de Reparación Civil y hay mérito para pasar a Juicio Oral. 
 
El Juicio Oral fue llevado a cabo en 01 audiencia y fueron citados Percy Alfredo Velasco 
Collazos (hijo de la agraviada), a los testigos y su abogado defensor para su 
concurrencia. En Audiencia Pública de fecha 11 de abril de 2004, Lourdes Zamata 
Mamani manifiesta ser responsable del delito así como de la reparación civil, por lo que la 
Tercera Sala Especializada en lo Penal para Procesos con reos en cárcel, declara la 
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conclusión anticipada del proceso y la sentencia a 12 años de pena privativa de libertad y 
al pago de S/. 10 000 por Reparación civil.  
 
No conforme, el señor Joseph Edward Jacob Velasco, hijo de la occisa, como “parte civil” 
en el proceso interpone recurso de NULIDAD, argumentando que el monto fijado no es 
proporcional a lo que la inculpada sustrajo, logrando que la Corte Suprema declare NULA 
en parte la sentencia, reformándola al pago de S/. 20 000 como reparación civil. 
 
Palabras clave 
Homicidio – pena - detención - arma – traumatismo – conclusión anticipada – confesión 




























I. SINTESIS DE LOS HECHOS QUE MOTIVARON LA INVESTIGACION POLICIAL 
 
1.1. Síntesis del Atestado Policial 
 
En el Atestado N° 72-2004-DIRINCRI-PNP-DIVINHOM-DEPINHOM.E1, se da cuenta que 
el día 05 de marzo de 2004 siendo las 09:30 pm se acerca a la Comisaría de San Borja, 
Joseph Edward Jacob Velasco, quien manifiesta ser el nieto de Linda Juana Collazos 
Durand (la agraviada), solicitando el apoyo policial a fin de ingresar al domicilio de su 
abuela ubicado en la Calle N° 10 Urb. Monterrico Norte, distrito de San Borja, en donde al 
ingresar se encuentra el cadáver de la agraviada en el suelo, de posición de cúbito dorsal 
y con múltiples golpes en la cabeza y según el Protocolo de Necropcia practicado, Linda 
Juana Collazos Durand falleció a consecuencia de un traumatismo cráneo encefálico. 
Además, Joseph Velasco señala que la occisa estaba al cuidado de una empleada 
doméstica, la misma que según testigos se retiró a horas 9:50 am del domicilio, 
desconociendo su paradero. 
Conforme las investigaciones, se solicitaron se efectúe varias pericias en el inmueble y el 
cadáver y se recibieron las respectivas manifestaciones. 
De lo dicho por los testigos en sus manifestaciones, Lourdes Zamata Mamani se retira del 
inmueble de manera presurosa, según detalla el 1er testigo, llevando consigo una maleta 
azul y mochila negra manifestando que había sido despedida por lo que ocupa un taxi, de 
propiedad del 2do testigo, con destino a la Curva – Chorrillos, lugar donde residía una 
amiga, 3er testigo, para solicitarle envíe por encomienda algunos artefactos eléctricos, 
notándola nerviosa. 
El 06 de marzo de 2004, Lourdes Zamata Mamani aborda un avión con destino a la 
ciudad de Juliaca, departamento de Puno, es así que al tenerse conocimiento del 
paradero de Zamata Mamani, personal policial logra su intervención captura el 12 de 
marzo de 2004 en el departamento de Puno. Se hallaron en su posesión las joyas, dinero 
y especies de propiedad de la ex empleadora, conforme lo dicho por ella. 
Concluyendo que Lourdes Zamata Mamani es presunta autora del delito contra la vida, el 
cuerpo y la salud cometido el 05 de marzo de 2004 a hrs 9:00am en el interior del 
inmueble ubicado en la Calle N° 10 Urb. Monterrico Norte, distrito de San Borja, siendo la 
causa de la muerte un “traumatismo cráneo encefálico” provocado con un objeto 
contundente “martillo de uña con mango de madera” y que el móvil del presente hecho 
deviene para facilitar el delito contra el patrimonio robo agravado. Por lo que, la implicada 
es puesta a disposición en calidad de “detenida” a la 43 FPPL, el objeto contundente 
martillo de uña remitido a la DIRCRI para los peritajes correspondientes, siendo los 
bienes recuperados entregados al pariente más cercano de la víctima mediante acta de 
entrega. 
 
1.2. Síntesis de la denuncia penal 
 
El Ministerio Público, formaliza denuncia penal contra Lourdes Zamata Mamani (19) por 
el presunto delito contra la vida, el cuerpo y la salud – Homicidio Calificado 
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fundamentándose en que la denunciada habitaba solo con la agraviada en el referido 
inmueble desde diciembre de 2003, conociendo los ambientes donde se guardaba el 
dinero, las joyas y otras especies de valor, planificó el asesinato en la fecha de 05 de 
marzo de 2004 a horas 8:50 am, y premunida de un martillo de uña de carpintero atacó a 
la agraviada cuando salía de su dormitorio y desplazándose hacia la escalera  logró 
victimarla con hasta cinco golpes en la cabeza, conforme al acta de levantamiento de 
cadáver; siendo el móvil del asesinato por parte de la denunciada, el robo de bienes de 
valor de propiedad de la agraviada.  
Además, según las testimoniales recibidas, la denunciada, luego de consumarse el hecho 
criminal, se retira del inmueble, actuando de manera rara, nerviosa y pretendiendo ser 
alguien más, procediendo después a realizar el viaje a la ciudad de Juliaca, evidenciando 
así que trato de evadir la responsabilidad penal de su conducta delictiva, la misma que se 
adecua al tipo penal previsto en el artículo 106 en concordancia con el artículo 108 inciso 
1 y 3 del Código Penal. 
Por otro lado, existen contradicciones entre lo dicho en su manifestación y los hechos 
suscitados antes, durante y después de cometido el asesinato con los que pretendía 
evadir “la justicia” y si bien ésta reconoce los hechos imputados, señala que actuó 
motivada por la cólera luego de haber discutido con su ex empleadora, quien según ella, 
tenía en un primer momento el martillo de uña por lo que en el forcejeo ésta se lo 
arrebató y le propició cinco golpes en la cabeza causándole la muerte.  
Por lo tanto se deberá establecer su responsabilidad penal en un debido proceso. 
Solicitando la Fiscalía se actúen las diligencias como recibir la declaración instructiva de 
la denunciada, las testimoniales, recaben antecedentes penales y judiciales, entre otros. 
 
II. SÍNTESIS DE LA DECLARACIÓN INSTRUCTIVA 
 
Que la inculpada al emitir su declaración instructiva, con fecha el día 07 de abril de 2004, 
se ratifica en la manifestación prestada ante la Policía, la misma en la que acepta su 
responsabilidad, argumentando que en un ataque de cólera por estar discutiendo y 
forcejeando en el suelo del pasadizo con la agraviada, le quita el martillo y la golpea 
hasta 5 veces en la cabeza causándole la muerte. Después de ocurrido el hecho y antes 
de retirarse del inmueble, se dio cuenta que no llevaba dinero por lo que ingresó al cuarto 
donde se guardaban las joyas y el dinero, agarró lo que pudo y luego se marchó. Que no 
le prestó auxilio a la agraviada dado que solo quería retirarse del lugar y que además lavó 
el martillo con el que la victimó por miedo. Viajó ese mismo día a Puno por vía aérea para 
luego ser detenida por la Policía días después. Declaró también que era agredida 
constantemente por parte de la agraviada y que en dos ocasiones la amenazó de muerte. 
Asimismo, declara que fueron aproximadamente $ 800 en efectivo y joyas lo que sustrajo, 
habiendo gastado casi la mitad del dinero comprando un televisor, microondas, una 









a) El Fiscal y la inculpada concuerdan que ésta conocía a la agraviada y existía un 
vínculo laboral desde diciembre de 2003. 
 
b) El Ministerio Público y la inculpada concuerdan que ésta última es responsable y 
acepta los cargos.  
 
c) El Fiscal y la inculpada concuerdan que el lugar de ocurrido el hecho fue en el 
inmueble ubicado en la Calle N° 10 Urb. Monterrico Norte, distrito de San Borja. 
 
d) El Ministerio Público y la inculpada concuerdan que se dio a la fuga llevándose 




a) La defensa de la parte civil alega que existió dolo al momento de cometer el acto 
ilícito por las compras que realizó la inculpada con el dinero propiedad de la 
agraviada; sin embargo la inculpada manifiesta que producto del forcejeo y en un 
momento de cólera golpea a la agraviada. 
 
b) La defensa de la parte civil alega que hubo una planificación de los hechos para 
facilitar el delito de robo; por otro lado, la defensa de la parte inculpada sostiene 
que si bien es cierto ésta ha reconocido ser la responsable no se encuentra 
acreditado en autos lo dicho por la parte civil. 
 
IV.  SINTESIS DEL JUZGAMIENTO 
 
A los 11 días del mes de abril de 2005, se presentan a la Audiencia Pública en la causa 
penal seguido contra Lourdes Zamata Mamani, los vocales, el relator y secretario, la 
acusada a quien se le asigna un abogado de oficio así como la parte civil.  
La Sala declara la conclusión anticipada del proceso luego de que la acusada aceptara 
ser autora del delito materia de acusación; seguidamente la fiscal Superior formula 
acusación contra Lourdes Zamata Mamani por el delito contra la vida el cuerpo y las 
salud – Homicidio calificado (asesinato) en agravio de Linda Juana Abencia Collazos 
Durand y solicita se le imponga 20 años de pena privativa de la libertad y el pago de 
cinco mil nuevos soles por concepto de reparación civil a favor de los parientes más 
cercanos de la agraviada. En los alegatos de la defensa de la parte civil, se solicita la 
misma suma como concepto de reparación civil. Asimismo, la defensa de la acusada 




V. ORGANOS JURISDICCIONALES 
 
5.1. Tercera Sala Especializada En Lo Penal Para Procesos Con Reos En Carcel De 
La Corte Superior De Justicia De Lima 
 
En audiencia pública de fecha 11 de abril de 2005, la Tercera Sala especializada en lo 
penal para procesos con reos en cárcel, fundamenta su decisión graduando la pena 
teniendo en cuenta la confesión sincera de la acusada, su escaso nivel cultural, la 
gravedad del hecho punible, la forma y circunstancias del evento criminoso y sus efectos; 
por ello, falla condenando a Lourdes Zamata Mamani a 12 años de pena privativa de la 
libertad, fijando la suma de 10 000 soles como monto por concepto de pago de la 
reparación civil a favor de los herederos legales de la agraviada.  
Firman en señal de conformidad de la sentencia el Ministerio Público y la sentenciada 
pero la defensa de la parte civil interpone Recurso de Nulidad. 
Por esa razón, en el Dictamen de la Fiscalía Suprema Penal Transitoria emite su 
Dictamen por haber nulidad en el extremo de la reparación civil y se solicita reformarla. 
 
5.2. Sala Penal Transitoria De La Corte Suprema De  Justicia De Lima 
 
A consecuencia del Recurso de Nulidad presentado por la parte civil del proceso, en el 
extremo del monto establecido por la Tercera Sala Penal como concepto de reparación 
civil, la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia declara HABER NULIDAD 
en la sentencia impugnada, ya que no existe proporcionalidad entre el monto fijado y el 
daño irrogado; por lo que reformándola, fija el monto de S/. 20 000 nuevos soles como 
concepto de reparación civil, el mismo que deberá abonar la sentenciada a favor de los 




6.1. Problema principal:  
 ¿Cometió la inculpada el delito regulado en el artículo 108 incisos 1) y 3) del 
Código Penal o fue para facilitar el delito de robo (inciso 2)? 
 
6.2. Problema secundario:  
 ¿El aumento del monto de la reparación civil fijado fue proporcional al daño del 
bien jurídico tutelado? 
 
VII. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO  
 
7.1. Normas Legales 
Código Penal 
Principio de Legalidad 
“Artículo II.- Nadie será sancionado por un acto no previsto como delito o falta por la 
ley vigente al momento de su comisión, ni sometido a pena o medida de seguridad que 
no se encuentren establecidas en ella.” 
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Principio de Lesividad  
“Artículo IV.- La pena, necesariamente, precisa de la lesión o puesta en peligro de 
bienes jurídicos tutelados por la ley.” 
Garantía Jurisdiccional  
“Artículo V.- Sólo el Juez competente puede imponer penas o medidas de seguridad; 
y no puede hacerlo sino en la forma establecida en la ley.” 
Delitos y faltas  
“Artículo 11.- Son delitos y faltas las acciones u omisiones dolosas o culposas 
penadas por la ley.” 
Delito doloso y delito culposo  
“Artículo 12.- Las penas establecidas por la ley se aplican siempre al agente de 
infracción dolosa. El agente de infracción culposa es punible en los casos 
expresamente establecidos por la ley.” 
 
Autoría, autoría mediata y coautoría  
“Artículo 23.- El que realiza por sí o por medio de otro el hecho punible y los que lo 
cometan conjuntamente serán reprimidos con la pena establecida para esta 
infracción.” 
 
Clases de Pena  
“Artículo 28.- Las penas aplicables de conformidad con este Código son:  
- Privativa de libertad;  
- Restrictivas de libertad;  
- Limitativas de derechos; y  
- Multa.” 
“Artículo 29.- Duración de la pena privativa de libertad La pena privativa de libertad 
puede ser temporal o de cadena perpetua. En el primer caso, tendrá una duración 
mínima de dos días y una máxima de treinta y cinco años.” 
“Artículo 45.- Presupuestos para fundamentar y determinar la pena 
El juez, al momento de fundamentar y determinar la pena, tiene en cuenta:  
a. Las carencias sociales que hubiese sufrido el agente o el abuso de su cargo, 
posición económica, formación, poder, oficio, profesión o la función que ocupe en la 
sociedad. 
b. Su cultura y sus costumbres.  
c. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella dependan, 
así como la afectación de sus derechos y considerando especialmente su situación de 
vulnerabilidad.” 
“Artículo 46.- Circunstancias de atenuación y agravación  
1. Constituyen circunstancias de atenuación, siempre que no estén previstas 
específicamente para sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho 
punible, las siguientes:  
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a. La carencia de antecedentes penales;  
b. El obrar por móviles nobles o altruistas;  
c. El obrar en estado de emoción o de temor excusables;  
d. La influencia de apremiantes circunstancias personales o familiares en la ejecución 
de la conducta punible;  
e. Procurar voluntariamente, después de consumado el delito, la disminución de sus 
consecuencias;  
f. Reparar voluntariamente el daño ocasionado o las consecuencias derivadas del 
peligro generado;  
g. Presentarse voluntariamente a las autoridades después de haber cometido la 
conducta punible, para admitir su responsabilidad;  
h. La edad del imputado en tanto que ella hubiere influido en la conducta punible. 
2. Constituyen circunstancias agravantes, siempre que no estén previstas 
específicamente para sancionar el delito y no sean elementos constitutivos del hecho 
punible, las siguientes:  
a. Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos destinados a actividades de 
utilidad común o a la satisfacción de necesidades básicas de una colectividad; b. 
Ejecutar la conducta punible sobre bienes o recursos públicos;  
c. Ejecutar la conducta punible por motivo abyecto, fútil o mediante precio, 
recompensa o promesa remuneratoria;  
d. Ejecutar el delito bajo móviles de intolerancia o discriminación de cualquier índole;  
e. Emplear en la ejecución de la conducta punible medios de cuyo uso pueda resultar 
peligro común;  
f. Ejecutar la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la condición de 
superioridad sobre la víctima o aprovechando circunstancias de tiempo, modo o lugar, 
que dificulten la defensa del ofendido o la identificación del autor o partícipe; g. Hacer 
más nocivas las consecuencias de la conducta punible, que las necesarias para 
consumar el delito; 
h. Realizar la conducta punible abusando el agente de su cargo, posición económica, 
formación, poder, oficio, profesión o función;  
i. La pluralidad de agentes que intervienen en la ejecución del delito;  
j. Ejecutar la conducta punible valiéndose de un inimputable;  
k. Cuando la conducta punible es dirigida o cometida total o parcialmente desde el 
interior de un lugar de reclusión por quien está privado de su libertad o se encuentra 
fuera del territorio nacional;  
l. Cuando se produce un daño grave al equilibrio de los ecosistemas naturales;  
m. Cuando para la realización de la conducta punible se han utilizado armas, 
explosivos o venenos, u otros instrumentos o procedimientos de similar eficacia 
destructiva.  
n. Si la víctima es un niño o niña, adolescente, mujer en situación de especial 
vulnerabilidad, adulto mayor conforme al ordenamiento vigente en la materia o tuviere 
deficiencias físicas, sensoriales, mentales o intelectuales de carácter permanente o si 
padeciera de enfermedad en estado terminal, o persona perteneciente a un pueblo 
indígena en situación de aislamiento y contacto inicial.” 
“Artículo 78.- La acción penal se extingue:  
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1. Por muerte del imputado, prescripción, amnistía y el derecho de gracia.  
2. Por autoridad de cosa juzgada.  
3. En los casos que sólo proceda la acción privada, ésta se extingue, además de las 
establecidas en el numeral 1, por desistimiento o transacción.” 
“Artículo 80.- Plazos de prescripción de la acción penal  
La acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo de la pena fijada por la ley 
para el delito, si es privativa de libertad.  
En caso de concurso real de delitos, las acciones prescriben separadamente en el 
plazo señalado para cada uno.  
En caso de concurso ideal de delitos, las acciones prescriben cuando haya 
transcurrido un plazo igual al máximo correspondiente al delito más grave. La 
prescripción no será mayor a veinte años.  
Tratándose de delitos sancionados con pena de cadena perpetua se extingue la 
acción penal a los treinta años.  
En los delitos que merezcan otras penas, la acción prescribe a los dos años.  
En casos de delitos cometidos por funcionarios y servidores públicos contra el 
patrimonio del Estado o de organismos sostenidos por este, o cometidos como 
integrante de organizaciones criminales, el plazo de prescripción se duplica.” 
“Artículo 92.- La reparación civil se determina conjuntamente con la pena.” 
“Artículo 93.- La reparación comprende:  
1. La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y  
2. La indemnización de los daños y perjuicios.” 
 
“Artículo 106.- Homicidio simple 
El que mata a otro será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni 
mayor de veinte años.” 
 
“Artículo 108.- Homicidio calificado 
Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de quince años el que mate a 
otro concurriendo cualquiera de las circunstancias siguientes: 
1. Por ferocidad, codicia, lucro o por placer. 
2. Para facilitar u ocultar otro delito. 
3. Con gran crueldad o alevosía. 
4. Por fuego, explosión o cualquier otro medio capaz de poner en peligro la vida o 
salud de otras personas.” 
 
Código de Procedimientos Penales 
“Artículo 1.- El proceso penal se desarrolla en dos etapas: la instrucción o período 
investigatorio y el juicio, que se realiza en instancia única.” 
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“Artículo 2.- La acción penal es pública o privada. La primera se ejercita por el 
Ministerio Público de oficio o a instancia de la parte agraviada, o por acción popular en 
los casos autorizados por la ley. La segunda directamente por el ofendido, conforme al 
procedimiento especial por querella, que este Código establece.” 
“Artículo 4.- Contra la acción penal pueden promoverse:  
a) Cuestiones previas y  
b) Cuestiones prejudiciales  
Las cuestiones previas proceden cuando no concurre un requisito de procedibilidad y 
pueden plantearse en cualquier estado de la causa o resolverse de oficio. Si se 
declara fundada, se anulará lo actuado dándose por no presentada la denuncia. Las 
cuestiones prejudiciales proceden cuando deba establecerse en otra vía el carácter 
delictuoso del hecho imputado, y sólo podrán deducirse después de prestada la 
instructiva y hasta que se remita la instrucción al Fiscal Provincial para dictamen final, 
sustanciándose de conformidad con el artículo 90º. Si se declara fundada, se 
suspenderá el procedimiento; si se plantea con posterioridad, será considerada como 
argumento de defensa.  
La cuestión prejudicial en favor de uno de los procesados beneficia a los demás, 
siempre que se encuentren en igual situación jurídica.” 
 
“Artículo 9.- COMPETENCIA DEL FUERO COMUN  
Corresponde a la Justicia Penal Ordinaria la instrucción y el juzgamiento de los delitos 
y faltas comunes.” 
 
“Artículo 72.- OBJETO DE LA INSTRUCCION  
La instrucción tiene por objeto reunir la prueba de la realización del delito, de las 
circunstancias en que se ha perpetrado, y de sus móviles; establecer la distinta 
participación que hayan tenido los autores y cómplices, en la ejecución o después de 
su realización, sea para borrar las huellas que sirven para su descubrimiento, para dar 
auxilio a los responsables o para aprovecharse en alguna forma de sus resultados. 
Las diligencias actuadas en la etapa policial con la intervención del Ministerio Público y 
las practicadas por el propio Fiscal Provincial, con asistencia del defensor, que no 
fueran cuestionadas, mantendrán su valor probatorio para los efectos del juzgamiento. 
En este caso, sólo se actuarán las diligencias que no pudieron lograrse en la 
investigación previa, las que se consideren indispensables por el Juez o el Ministerio 
Público o las que sean propuestas por el inculpado o la parte civil.” 
 
“Artículo 74.- FORMAS DE INICIO DE LA INSTRUCCION  
La instrucción puede iniciarse por el juez instructor de oficio, a solicitud del Ministerio 
Público, por denuncia del agraviado o sus parientes, o por querella en los casos fijados 
por este Código.” 
 
“Artículo 77.- Recibida la denuncia, el Juez Instructor sólo abrirá la instrucción si 
considera que el hecho denunciado constituye delito, que se ha individualizado a su 
presunto autor y que la acción penal no ha prescrito. El auto contendrá en forma 
precisa, la motivación y fundamentos, y expresará la calificación de modo específico 
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del delito o los delitos que se imputan al denunciado y la orden de que debe concurrir 
a que preste su instructiva. (..)” 
 
“Artículo 85.- PLAZO PARA LA DECLARACION INSTRUCTIVA  
La declaración instructiva deberá ser tomada o cuando menos comenzada por el Juez 
Instructor, antes de que se cumplan veinticuatro horas de la detención.” 
 
EMBARGO PREVENTIVO 
“Artículo 94.- Al momento de abrir instrucción o en cualquier estado del proceso, el 
juez, de oficio o a solicitud del Ministerio Público o de la parte Civil, podrá ordenar se 
trabe embargo preventivo de los bienes del inculpado que sean bastantes para cubrir 
la reparación civil.” 
 
“Artículo 136.- EFECTOS DE LA CONFESION  
La confesión del inculpado corroborada con prueba, releva al juez de practicar las 
diligencias que no sean indispensables, pudiendo dar por concluida la investigación 
siempre que ello no perjudique a otros inculpados o que no pretenda la impunidad 
para otro, respecto del cual existan sospechas de culpabilidad. La confesión sincera 
debidamente comprobada puede ser considerada para rebajar la pena del confeso a 
límites inferiores al mínimo legal, salvo que se trate de los delitos de secuestro y 
extorsión, previstos en los artículos 152 y 200 del Código Penal, respectivamente, en 
cuyo caso no opera la reducción.” 
 
“Artículo 138.- CITACION DE TESTIGOS  
El juez instructor citará como testigos: 
 1º A las personas señaladas en la denuncia del Ministerio Público, o de la parte 
agraviada, o en el atestado policial, como conocedores del delito o de las 
circunstancias que precedieron, acompañaron o siguieron a su comisión; 2º A las 
personas que el inculpado designe como útiles a su defensa, así como a las que 
especialmente ofrezca con el objeto de demostrar su probidad y buena conducta. El 
número de los testigos comprendidos en estos dos incisos será limitado por el juez, 
según su criterio, al necesario para esclarecer los hechos que crea indispensables. El 
juez además, deberá citar a todas las personas que suponga pueden suministrar datos 
útiles para la instrucción.” 
 
“Artículo 139.- CITACION Y APERCIBIMIENTO  
El juez señalará día y hora para la comparecencia del testigo, bajo apercibimiento de 
ser conducido por la fuerza pública.” 
 
“Artículo 146.- RECONOCIMIENTO - RECONSTRUCCION DE LOS HECHOS 
Cuando se trate de que un testigo reconozca a una persona o cosa, deberá describirla 
previamente, después, le será presentada, procurando que se restablezcan las 
condiciones en que la persona o cosa se hallaba cuando se realizó el hecho. 
Asimismo, se podrá reconstruir la escena del delito o sus circunstancias, cuando el 
Juez Instructor lo juzgue necesario, para precisar la declaración de algún testigo, del 
agraviado o del inculpado. En ningún caso, se ordenará la concurrencia del niño o 
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adolescente agraviado en casos de violencia sexual para efectos de la 
reconstrucción.” 
 
“Artículo 170.- INSPECCION OCULAR  
Cuando el delito que se persiga haya dejado vestigios o pruebas materiales de su 
perpetración, el juez instructor o el que haga sus veces, los recogerá y conservará 
para el juicio oral, si fuere posible, procediendo al efecto a la inspección ocular y a la 
descripción de todo aquello que pueda tener relación con la existencia y naturaleza del 
hecho. A este fin hará consignar en los autos la descripción del lugar del delito, el sitio 
y estado en que se hallen los objetos que en él se encuentren, los accidentes del 
terreno o situación de las habitaciones y todos los demás detalles que puedan 
utilizarse, tanto para la acusación como para la defensa. Cuando fuere conveniente 
para mayor claridad o comprobación de los hechos, se levantará el plano del lugar 
suficientemente detallado, o se hará el retrato de las personas que hubiesen sido 
objeto del delito, o la copia o diseño de los efectos o instrumentos del mismo que se 
hubiesen hallado.” 
 
“Artículo 196.- CONCLUSION DE LA INSTRUCCION  
La instrucción se dará por concluida cuando haya vencido el término respectivo, o 
cuando se hayan acumulado los elementos suficientes para llenar el objeto de ella 
conforme al artículo 72 o cuando se dé la circunstancia a que se refiere el Artículo 
136.” 
 
“Artículo 202.- PLAZO DE LA INSTRUCCIÓN  
El plazo de la Instrucción será de cuatro meses salvo distinta disposición de la ley. 
Excepcionalmente, a pedido del Ministerio Público o si lo considera necesario el Juez, 
a efecto de actuarse pruebas sustanciales para el mejor esclarecimiento de los 
hechos, dicho plazo puede ser ampliado hasta en un máximo de 60 días adicionales, 
poniéndose en conocimiento del Tribunal Correccional, correspondiente, mediante 
resolución debidamente fundamentada. En el caso de procesos complejos de la 
materia; por la cantidad de medios de prueba por actuar o recabar; por el concurso de 
hechos; por pluralidad de procesados o agraviados; por tratarse de bandas u 
organizaciones vinculadas al crimen; por la necesidad de pericias documentales 
exhaustivas en revisión de documentos; por gestiones de carácter procesal a 
tramitarse fuera del país; o en los que sea necesario revisar la gestión de personas 
jurídicas o entidades del Estado, el Juez de oficio mediante auto motivado podrá 
ampliar el plazo a que se refiere el párrafo anterior hasta por ocho meses adicionales 
improrrogables bajo su responsabilidad personal y la de los magistrados que integren 
la Sala Superior. Los autos que disponen la ampliación del plazo a que se refiere este 
artículo, se pondrán en conocimiento de la Sala Superior. El plazo para emitir dictamen 
fiscal así como el informe final del Juez es de veinte días calendario, en cada caso. La 
resolución es susceptible de apelación en un solo efecto, debiendo la Sala Superior 
resolver previo dictamen del Ministerio Público en el término de diez días.” 
 
“Artículo 207.- JUICIO ORAL  
El juicio será oral y público ante los Tribunales Correccionales, constituidos en cada 
Corte Superior por una Sala compuesta de tres Vocales.” 
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“Artículo 231.- CONCURRENCIA A LA AUDIENCIA  
La citación al acusado, al defensor, a los peritos y a los testigos que deban concurrir a 
la audiencia, expresará que deben hallarse a disposición del Tribunal, media hora 
antes de abrirse aquélla, bajo apercibimiento de ser conducidos por la fuerza. La parte 
civil tiene el derecho de concurrir, sin que su presencia sea obligatoria, salvo que el 
Tribunal lo haya acordado.” 
 
“Artículo 234.- APERTURA DE LA AUDIENCIA  
En el día y hora señalados, presentes el Fiscal, el acusado, en los casos en que sea 
obligatoria su concurrencia, y el defensor, el Presidente del Tribunal declarará abierta 
la audiencia, la que continuará durante las sesiones consecutivas que sean 
necesarias, hasta su conclusión.” 
 
“Artículo 279.- ALEGATOS DEL ACUSADO - VOTACION Y SENTENCIA 
Concluidos los informes, el Presidente concederá la palabra al acusado, para que 
exponga lo que estime conveniente a su defensa. A continuación declarará cerrado el 
debate y suspenderá la audiencia para votar las cuestiones de hecho y dictar 
sentencia. Reabierta la audiencia serán leídas la votación de las cuestiones de hecho 
y la sentencia. Por la complejidad del asunto o lo avanzado de la hora, la lectura de la 
sentencia se llevará a cabo, a más tardar, dentro de los cinco días posteriores al cierre 
del debate, bajo sanción de nulidad.” 
 
“Artículo 280.- APRECIACION DE LA CONFESION Y DEMAS PRUEBAS 
La sentencia que ponga término al juicio deberá apreciar la confesión del acusado y 
demás pruebas producidas en la audiencia, así como los testimonios, peritajes y 
actuaciones de la instrucción.” 
 
“Artículo 282.- Para la resolución de las cuestiones de hecho, así como para 
condenar o absolver, bastará mayoría de votos. Cuando hubiere disconformidad entre 
los tres miembros del Tribunal respecto de la pena, se volverán a discutir y votar los 
puntos en que se haya disentido. Si en esta segunda votación continúa la 
disconformidad se impondrá la pena intermedia, esto es, la pena por la que votó el 
miembro del Tribunal en disentimiento con los que votaron por pena superior o 
inferior.” 
 
“Artículo 283.- Los hechos y las pruebas que los abonen serán apreciados con 
criterio de conciencia.” 
 
“Artículo 285.- CONTENIDO DE LA SENTENCIA CONDENATORIA  
La sentencia condenatoria deberá contener la designación precisa del delincuente, la 
exposición del hecho delictuoso, la apreciación de las declaraciones de los testigos o 
de las otras pruebas en que se funda la culpabilidad, las circunstancias del delito, y la 
pena principal que debe sufrir el reo, la fecha en que ésta comienza a contarse, el día 
de su vencimiento, el lugar donde debe cumplirse y las penas accesorias, o la medida 
de seguridad que sea del caso dictar en sustitución de la pena; el monto de la 
reparación civil, la persona que debe percibirla y los obligados a satisfacerla, citando 
los artículos del Código Penal que hayan sido aplicados.” 
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“Artículo 289.- RECURSO DE NULIDAD 
Leída la sentencia, el acusado o el Fiscal, podrán interponer recurso de nulidad, 
pudiendo hacerlo en el acto o reservarse ese derecho hasta el día siguiente de 
expedido el fallo, oportunidad en que sólo podrán hacerlo por escrito.” 
 
“Artículo 290.- RECURSO DE LA PARTE CIVIL 
La parte civil puede interponer recurso de nulidad sólo por escrito, en el mismo término 
señalado en el artículo anterior, y únicamente en cuanto al monto de la reparación 
civil, salvo el caso de sentencia absolutoria.” 
 
“Artículo 292.- Resoluciones recurribles en recursos de nulidad. El recurso de nulidad 
procede contra:  
a) las sentencias en los procesos ordinarios;  
b) los autos expedidos por la Sala Penal Superior en los procesos ordinarios que, en 
primera instancia, revoquen la condena condicional, la reserva del fallo condenatorio, 
la pena de multa o las penas de prestación de servicios a la comunidad o de limitación 
de días libres;  
c) los autos definitivos dictados por la Sala Penal Superior que, en primera instancia, 
extingan la acción o pongan fin al procedimiento o a la instancia;  
d) los autos emitidos por la Sala Penal Superior que, en primera instancia, se 
pronuncien sobre la refundición de penas o la sustitución de la pena por retroactividad 
benigna, o que limiten el derecho fundamental a la libertad personal; y,  
e) las resoluciones expresamente previstas por la ley.” 
 
“Artículo 296.- TRÁMITE DEL RECURSO  
Admitido el recurso de nulidad, el Tribunal Correccional elevará inmediatamente los 
autos a la Corte Suprema.” 
 
“Artículo 298.- CAUSALES DE NULIDAD  
La Corte Suprema declarará la nulidad:  
1. Cuando en la sustanciación de la instrucción, o en la del proceso de juzgamiento, se 
hubiera incurrido en graves irregularidades u omisiones de trámites o garantías 
establecidas por la Ley Procesal Penal;  
2. Si el Juez que instruyó o el Tribunal que juzgó no era competente;  
3. Si se ha condenado por un delito que no fue materia de la Instrucción o del Juicio 
Oral, o que se haya omitido instruir o juzgar un delito que aparece de la denuncia, de 
la instrucción o de la acusación. No procede declarar la nulidad tratándose de vicios 
procesales susceptibles de ser subsanados; o que no afecten el sentido de la 
resolución. Los Jueces y Tribunales están facultados para completar o integrar en lo 
accesorio, incidental o subsidiario, los fallos o resoluciones judiciales. La nulidad del 
proceso no surtirá más efectos que el retrotraer el procedimiento a la estación procesal 
en que se cometió o produjo el vicio, subsistiendo los elementos probatorios que de 
modo específico no fueron afectados. Declarada la nulidad del Juicio Oral, la audiencia 
será reabierta, a fin de que en dicho acto se subsanen los vicios u omisiones que la 




“Artículo 299.- DECLARACION DE NULIDAD 
La Corte Suprema, cualquiera que sea la parte que interponga el recurso o la materia 
que lo determine, puede anular todo el proceso y mandar rehacer la instrucción por el 
mismo u otro juez instructor; o declarar sólo la nulidad de la sentencia y señalar el 




a. Para SERRANO GOMEZ (2004) “el bien jurídico protegido es el mismo que en el 
homicidio, la vida humana independiente. Sujeto activo y pasivo puede serlo cualquier 
persona. Por su parte, la acción consiste dar muerte y a una persona conociendo al 
menos una de las circunstancias previstas en el artículo 108”. (pág. 38) 
 
b. HURTADO POZO (1993) señala que “a diferencia del resto de las manifestaciones 
típicas de la configuración (…) el ensañamiento no tiene lugar como preparativo de la 
consumación sino durante su ejecución misma o lo que es lo mismo, a crueldad 
deliberada”. (Pág. 35-37) 
 
c. Según BRAMONT ARIAS (1988) “el homicidio por gran crueldad consiste en prolongar 
premeditadamente los dolores de la víctima, obteniendo, con ello, el autor del placer 
morboso, una satisfacción sádica. Se requiere entonces un propósito deliberado de 
aumentar los padecimientos de la víctima”. (Pág. 48) 
 
d. FONTAN BALESTRA (1968) refiere que “Puede caracterizarse la codicia como un 
acrecentamiento del sentido de los beneficios, el provecho o la utilidad en una medida 
inusitada, malsana (…) no ha de pensarse que la codicia se determina únicamente por 
el monto del beneficio, apreciado objetivamente; juegan para apreciar la agravante las 
condiciones personales y económicas del autor, pues l que para uno puede ser un 
beneficio sin mayor importancia, puede significar para otro haber obrado con apetito 
desordenado de riqueza. Típico ejemplo de matar por codicia, lo constituye el hecho de 
matar a un hermano para constituirse en único heredero, aunque la herencia no sea 
cuantiosa. Es, pues, una circunstancia de apreciación relativa. (Pág. 117) 
 
e. GUILLERMO BRINGAS (2011), señala que la reparación civil en el proceso penal es la 
“forma de restauración de la situación jurídica alterada por un delito o devolución del 




<Noveno. (…), cabe resaltar que el delito de homicidio es un delito que requiere del 
elemento subjetivo del dolo, el cual exige el conocimiento y voluntad de realizar las 
circunstancias del tipo objetivo; es decir, el sujeto activo debe actuar con conocimiento 
de dar muerte a su víctima y querer hacerlo. (…)> (Recurso de Nulidad N° 1337-2014-
LIMA NORTE, 2016)7 
 
<(…)7. El delito de homicidio calificado , en su fórmula básica en su aspecto objetivo 
exige del sujeto activo, la acción típica de matar, a lo que debe adicionarse la 
circunstancia agravante del numeral 1 del artículo 108 del Código Penal, como lo es la 
                                                          
7
 HOMICIDIO. EDITORA Y LIBRERÍA JURIDICA GRIJLEY E.I.R.L., LIMA, 2019, SEGUNDA EDICION 2019, PG. 377 
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ferocidad. Por lo que, para definir si nos encontramos ante un delito de homicidio 
calificado por ferocidad se debe tener en cuenta una serie de circunstancias que se 
nos presenta en el caso concreto. > (Recurso de Nulidad N° 2339-2015-CALLAO, 
2017) 
 
<(…) 4.5. Que, en cuanto a la gran crueldad, para la admisión de esta circunstancia 
calificativa se requiere en el delincuente la intención deliberada y el perverso propósito 
de hacer más vivo y sensible el sufrimiento de la víctima, manifestación objetiva de 
una especial peligrosidad, tal es el caso del que reitera los golpes, o, dados los 
primeros vuelve a golpear ara asegurar el resultado. En reglas generales existe un 
ensañamiento del autor con su víctima, el cual tiene lugar cuando el sujeto aumenta 
deliberadamente el sufrimiento de ésta sin que tal situación sea necesaria para 
producir la muerte, por tanto, significa un aumento inhumano del dolor de la víctima 
convirtiéndose en la forma más cruel que pueda imaginarse para dar muerte a una 
persona; que, de este modo, concreta y objetivamente es indispensable que la agonía 
y el sufrimiento cruel sean para el sujeto pasivo un sufrimiento o padecimiento 
extraordinario. Al mismo tiempo ello puede estar dado por el tremendo dolor 
provocado y bien por la innecesaria prolongación del mismo; que , en este orden de 
ideas el accionar del sujeto activo debe estar dirigida pura y exclusivamente a matar 
de modo tal que haga sufrir  a la víctima de una manera innecesaria para darle muerte 
es decir que no alcanza solo la voluntad de matar, sino que se le debe sumar la 
crueldad, tal es así que el exceso de crueldad estará representado desde el punto de 
vista subjetivo como un fin claro y específico pues no es suficiente la sola 
circunstancia por la cual se provoca una gran cantidad de heridas, antes de dar muerte 
en tanto ello solo no alcanza sino se registró un sufrimiento innecesario.(…)>  
(Recurso de Nulidad N° 1192-2012-LIMA, 2012)8 
 
<CUARTO: De la revisión de autos se aprecia que el Tribunal de Instancia emitió 
sentencia anticipada, pues el encausado (…) se acogió a los alcances de 
la conclusión anticipada del debate oral, prevista en el artículo cinco, de la Ley 
número veintiocho mil ciento veintidós, al admitir su responsabilidad en el hecho 
materia de acusación fiscal, así como la reparación civil (…). Del mismo modo, se 
contó con la conformidad concurrente de su abogado defensor. En efecto, se cumplió 
con el supuesto de doble garantía requerido por los numerales uno y dos, del artículo 
quinto, de la citada Ley; es decir, el concurso y coincidencia del imputado y defensor 
(bilateralidad) en el allanamiento de los cargos expuestos por el señor Fiscal Superior; 
aceptándose la responsabilidad por el delito (…)> (Recurso de Nulidad N° 835-2015-
LIMA SUR)9 
 
<2.6. La conclusión anticipada del juicio oral no comporta una circunstancia atenuante 
privilegiada que dé lugar, de forma necesaria, a una imposición de pena por debajo del 
mínimo legal de la pena conminada del delito que se trate. Constituye una regla de 
reducción punitiva por bonificación procesal que se aplica sobre la base de la pena 







concreta previa que se haya determinado. La proporción en que se realiza la 
aminoración de pena por conformidad procesal no puede sobrepasar el séptimo de la 
referida pena; el quantum punitivo final se establece en atención a las circunstancias 
del hecho, el nivel y alcance de su actitud procesal, entre otros criterios (cfr. 
considerando dos punto uno de la presente Ejecutoria) > (Recurso de Nulidad N° 
2793-2017-SAN MARTIN)10 
 
<(…) VIGESIMO: La reparación civil abarca el resarcimiento del daño y la 
indemnización de los perjuicios materiales y morales, cuya funcionalidad debe 
corresponderse con las consecuencias directas y precisas que el delito generó en la 
víctima. Así, la estimación de su cuantía deber ser razonablemente proporcional al 
daño causado, estableciendo el artículo 93 del Código Penal, que la misma 
comprende: a) la restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor, y b) la 
indemnización de los daños y perjuicios.(…)> (Recurso de Nulidad N° 1969-2016-
LIMA NORTE, 2016)11 
 
<(…) que en lo concerniente a la reparación civil, ésta tiene como presupuesto el daño 
ilícito producido a consecuencia del delito al titular del bien jurídico tutelado –principio 
del daño causado- cuya unidad procesal civil y penal protege el bien jurídico en su 
totalidad y garantiza e oportuno derecho indemnizatorio de la víctima; que por tanto, 
no debe fijarse en forma genérica, sino que es necesario individualizarla y determina la 
en forma prudencial y proporcional a la entidad del daño.(…)> (Recurso de Nulidad N° 
1192-2012-LIMA, 2012)12 
 
<CUARTO: (…) el imputado (…) se acogió a la conclusión anticipada del juicio oral en 
la sesión de audiencia pública (…) y aceptó la hipótesis acusatoria contenida en el 
dictamen del representante del Ministerio Público (…) que al respecto, es de 
puntualizar tres aspectos concretos: i) la aceptación del acusado (…) de los hechos 
imputados y la conformidad de su abogado defensor (…) permiten al Tribunal A-quo 
emitir un pronunciamiento inmediato de sentencia, sin desarrollar un juicio oral público 
y con todas las garantías, reservándose al Fiscal Superior de la necesidad de probar 
los cargos incriminados en ulterior momento procesal; que, en consecuencia, es 
evidente que el mencionado encausado en el ejercicio de su derecho de defensa 
renunció a oponerse eficazmente a la pretensión penal introducida en el dictamen 
fiscal, aceptando voluntariamente su culpabilidad por la imputación fáctica e incluso su 
grado de participación, así como su responsabilidad por la reparación civil; ii) que 
dicha aceptación vincula al órgano judicial y, por consiguiente, debe dictarse una 
sentencia sustentada en los cargos contenidos en la requisitoria escrita –reconocidos 
por el acusado- precluyendo la posibilidad de que el referido procesado pueda alegar 
posteriormente la ausencia de actividad probatoria de cargo; iii) que el procedimiento 
de conclusión anticipada de juicio oral tiene un carácter dispositivo –excepcionalmente 
admitido frente al principio de oficialidad que informa el proceso penal- y no les es 









dable a los sujetos procesales ir contra sus propios actos conformados, máxime si la 
sentencia no es consecuencia del juicio oral, sino de una aceptación y reconocimiento 
de la responsabilidad contraída por el agente del hecho punible.> (Recurso de Nulidad 




 El titular de la acción penal argumenta que debido a que la inculpada laboraba en 
casa de la agraviada, planificó el hecho criminal para después perpetrarlo y darse 
a la fuga, por ello formaliza la denuncia penal bajo el supuesto de hecho 
contemplado en el artículo 108 – Homicidio Calificado - incisos 1) y 3), mientras 
que la inculpada se refiere al hecho suscitado como consecuencia de una 
discusión con la agraviada; además se aumenta el monto de la reparación civil 




 El presente caso correspondió a un proceso ORDINARIO en el que la inculpada 
se acoge al beneficio de la confesión sincera, por lo que la Sala Superior declara 
la conclusión anticipada del proceso. 
 
 Se encontró responsable del delito imputado sin embargo no pudo acreditarse que 
el hecho cometido fue planificado para apoderarse de los bienes de valor 
propiedad de la agraviada. 
 
 Del análisis del Recurso de Nulidad, interpuesto por la parte civil, realizado por la 
Sala Suprema, sobre el monto fijado como reparación civil se declara haber 
nulidad en ese extremo dado que no existe proporcionalidad entre el monto y el 
daño irrogado por lo que reformándola, lo eleva. 
X. RECOMENDACIONES 
 
 Dado que la inculpada se ha declarado en todo momento responsable y está 
acreditado que luego de cometido el hecho criminal, se apoderó del dinero y las 
joyas propiedad de la agraviada para luego darse a la fuga viajando a otra ciudad 
y además se benefició de lo obtenido ilícitamente comprando artefactos y 
mejorándose la dentadura, es por ello que se le debió procesar bajo el tipo penal 
del artículo 108 inciso 2) del CP – para facilitar u ocultar otro delito. 
 
 Por otro lado, si bien se incrementó el monto fijado como pago de la reparación 
civil debido a la falta de proporcionalidad y razonabilidad entre el monto y el daño 





irrogado, se debió también tener en cuenta la capacidad económica de la 
sentenciada. 
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